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OPINIÓN Nº 039-2009/DTN

Entidad:
Banco de la Nación
Asunto:
Fraccionamiento 

Referencia:
Carta EF/92.2730 Nº 09-2009
1. 
ANTECEDENTES 
Mediante el documento de la referencia, el Jefe (e) del Departamento de Asesoría Jurídica del Banco de la Nación (en lo sucesivo, la “Entidad”), consulta acerca de la configuración del fraccionamiento al amparo de la normativa de contrataciones del Estado.
2. 
CONSULTA Y ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 en lo sucesivo, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final de su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en lo sucesivo, el “Reglamento”).

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

La Entidad fórmula la siguiente consulta:
“En el PAC 2009 se programaron contrataciones de arrendamiento de bienes inmuebles por períodos de tres (03) años; contrataciones que por motivos de gestión y redefinición de las metas institucionales han variado, siendo ahora planificada su ejecución en un plazo de un (01) año y su valor referencial, en su mayoría, por montos iguales o menores a tres (03) UIT’s para cada arrendamiento. Bajo este escenario, ¿existiría fraccionamiento?”

Sobre el particular, cabe mencionar lo siguiente:
2.1
En primer lugar, cabe señalar que, la programación de las contrataciones supone prever la satisfacción oportuna de los bienes, servicios y obras requeridos por la Entidad, en función a los objetivos y metas institucionales, así como sobre la base de la respectiva disponibilidad presupuestaria asignada en el presupuesto institucional aprobado en cada ejercicio fiscal. Lo expuesto también supone que se realicen los procesos de selección que correspondan al objeto y monto de las contrataciones.


Ahora bien, nuestra normativa de contratación pública recoge la tendencia logística del agrupamiento de los objetos contractuales, en virtud de la cual se busca acumular adecuadamente los bienes, servicios u obras esencialmente similares, con la finalidad de incentivar la mejora de precios y calidades por la competencia y economía de escala, y simplificar las relaciones contractuales, hecho este último que se ve reflejado cuando la administración se entiende con un solo proveedor.

2.2
En el mismo sentido, en el ámbito de las contrataciones del Estado, el desconocimiento de esa unidad esencial de los bienes, servicios y obras configura el fraccionamiento indebido, que es la división artificial de una contratación unitaria debidamente programada o programable, con la finalidad de cambiar la modalidad o tipo del proceso de selección. 

Así, el artículo 19º de la Ley prohíbe “fraccionar la contratación de bienes, de servicios y la ejecución de obras con el objeto de modificar el tipo de proceso de selección que corresponda”. En esa misma línea, el artículo 20º del Reglamento establece que “no debe dividirse una contratación para dar lugar al cambio del tipo de proceso de selección…”.

A mayor abundamiento, en la doctrina el fraccionamiento es definido como “(...) una acción fraudulenta de un funcionario público consistente en el abierto desconocimiento de la unidad física o jurídica de una contratación, para en vez de esta necesaria unidad, aparentar una escasa cuantía en la adquisición y proceder así mediante procedimientos más expeditivos, menos concurrentes, competitivos y que garanticen unidad de trato a todos los potenciales postores”
. En este mismo sentido, Mutis y Quinteros señalan que “(…) hay fraccionamiento cuando de manera artificiosa se deshace la unidad natural del objeto contractual, con el propósito de contratar directamente aquello que en principio debió ser licitado o públicamente concursado”
. 

En consecuencia, el fraccionamiento se configura cuando la Entidad, teniendo la posibilidad de prever sus necesidades y, en consecuencia, programarlas, determina de forma deliberada la realización de varios procesos menores en lugar de uno mayor
, a fin de evadir la rigurosidad de este último.

2.3
Ahora bien, es objeto de la presente consulta determinar si podría configurarse el fraccionamiento prohibido por ley si, en vez de realizar un proceso de selección para la contratación del arrendamiento de un bien inmueble por tres (3) años, se realizan varias contrataciones cuyos montos sean iguales o inferiores a tres (3) UIT’s por períodos de un (1) año, por motivos de gestión y redefinición de las metas institucionales de la Entidad.
Sobre el particular, considerando lo expuesto en párrafos precedentes, no constituirá fraccionamiento el arrendamiento de inmuebles distintos, en la medida que no se trata de contratar un mismo servicio en a través de diversos  procesos de selección, sino que, se trata de diferentes servicios cuya contratación se efectuará de acuerdo con sus características particulares.

Sin perjuicio de lo expuesto, cabe señalar que, conforme al literal h) del numeral 3.3 del artículo 3º de la Ley, se encontrarán fuera del ámbito de aplicación de la normativa de contratación pública “las contrataciones cuyos montos, sean iguales o inferiores a tres (3) Unidades Impositivas Tributarias, vigentes al momento de la transacción; salvo que se trate de bienes y servicios incluidos en el Catálogo de Convenios Marco.”
Asimismo, conforme al artículo 19º del Reglamento, mediante el proceso de selección según relación de ítems, la Entidad, teniendo en cuenta la viabilidad económica, técnica y/o administrativa de la vinculación, podrá convocar en un solo proceso la contratación de bienes, servicios u obras distintas pero vinculadas entre sí con montos individuales superiores a tres (3) UIT’s, lo que deberán tenerse en cuenta al momento de la contratación.

3. 
CONCLUSIÓN

No se configurará el fraccionamiento prohibido por Ley cuando las contrataciones obedecen a requerimientos o características distintas, siendo que en el supuesto que una contratación sea menor a tres (3) UIT’s, estará fuera del ámbito de aplicación de la normativa sobre contrataciones del Estado.

Jesús María, 29 de mayo de 2009

JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo (e)
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� La normativa en materia de contratación gubernamental relaciona la prohibición del fraccionamiento con el cambio indebido de tipos de procesos de selección (licitación pública, concurso público, adjudicación directa pública, adjudicación directa selectiva y adjudicación de menor cuantía).








